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voluntario y erradicar el fraude fiscal son, por tanto, 
los objetivos fundamentales de las administraciones 
tributarias. 

Para poder alcanzar estos objetivos, la Adminis-
tración tributaria necesita medios materiales y hu-
manos que lógicamente tienen un coste, los deno-
minados costes de administración de los impuestos. 
Asimismo, cumplir con los impuestos genera un 
coste a los contribuyentes, coste adicional al propio 
pago impositivo, en la medida en que tienen que 
dedicarle un tiempo para realizar las declaraciones 
o quizá contratar a algún experto fiscalista para que 
lo haga. Son los denominados costes de cumpli-
miento de los impuestos. Sin embargo, la literatura 
económica sobre imposición óptima omitió en sus 
inicios todas las cuestiones relacionadas con la  
administración de los impuestos. Los modelos, ya 
de por sí complejos, asumían unas hipótesis simpli-
ficadoras, bajo las cuales los costes de administra-
ción y cumplimiento de los impuestos o el fraude 
fiscal no existían. Estas hipótesis alejaban a los  
modelos de la realidad, que por tanto no podían 

I. INTRODUCCIÓN

LA Administración tributaria es a menudo con-
siderada como la cenicienta en la literatura 
económica sobre la imposición, pero su papel 

en asegurar el cumplimiento fiscal es clave para 
garantizar el correcto funcionamiento de cualquier 
sistema tributario. Aunque el pago de impuestos 
sea obligatorio por ley, la realidad demuestra que 
sin una buena Administración tributaria difícilmente 
se conseguirá asegurar el cumplimiento legal. En 
este sentido, la Administración debe ayudar a las 
personas y a las empresas a que cumplan volunta-
riamente con los impuestos, materia con frecuencia 
compleja que requiere de un conocimiento técnico 
especializado. Ahora bien, simultáneamente debe 
llevar a cabo actuaciones de comprobación e ins-
pección con la finalidad de asegurarse que cada 
contribuyente paga lo que le corresponde de acuer-
do con la ley y, en caso de no hacerlo, imponer 
las sanciones correspondientes. Es bueno que los 
ciudadanos sepan que la Administración le ayudará 
a cumplir, pero también que el incumplimiento se 
persigue y se castiga. Garantizar el cumplimiento 
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cumplir su cometido como guías de actuación  
(Slemrod, 2015). Paulatinamente, la literatura eco-
nómica los ha ido incorporando de manera que 
para maximizar el bienestar social se tengan en 
cuenta todos los posibles costes sociales que provo-
can los impuestos al transferirse recursos desde los 
ciudadanos hacia el sector público. 

La realidad también nos enseña que en los países 
existen diversos niveles de gobierno: el Gobierno 
central y los gobiernos subcentrales, el local y el  
regional en los países de corte federal, como España.  
La tarea de administrar las figuras impositivas 
puede estar descentralizada, lo que con frecuencia 
significa que además de la Administración Cen-
tral existen en un mismo país administraciones 
subcentrales. Esto puede provocar la presencia de 
externalidades derivadas de la posible competencia 
fiscal entre territorios, también en el ámbito de  
las administraciones tributarias regionales. Además, las  
externalidades igualmente se pueden producir por la 
cooperación entre administraciones subcentrales. 

El objetivo de este trabajo es presentar una re-
visión crítica de la literatura teórica y empírica que 
se ha ocupado de analizar desde un punto de vista 
económico el funcionamiento de la Administración 
tributaria con particular referencia al caso de paí-
ses donde la administración esté descentralizada. 
El caso español está muy presente en este análisis 
que también incluye una revisión del papel de las 
administraciones tributarias en España. El artículo 
está organizado de la siguiente manera: la sección 
segunda se ocupa de revisar la literatura relativa a 
los fundamentos de la teoría moderna de la impo-
sición óptima y, en particular, las líneas de inves-
tigación que han considerado explícitamente los  
costes de administración y de cumplimiento de  
los impuestos. La tercera sección se centra en el 
análisis de los estudios más recientes que han trata-
do de la existencia de externalidades en las políticas 
de gestión cuando la Administración tributaria está 
descentralizada a un nivel subcentral. En la sección 
cuarta analizamos el caso español evidenciando 
los límites del sistema actual y avanzando algunas 
posibles soluciones. Finalmente, la quinta sección 
sintetiza las principales conclusiones.

II. LA ADMINISTRACIÓN Y EL 
CUMPLIMIENTO DE LOS IMPUESTOS EN 
LA TEORÍA ECONÓMICA

La Administración tributaria juega un papel 
crucial en cualquier sistema tributario ya que los 

contribuyentes no están intrínsecamente motivados 
a pagar los impuestos. En efecto, la principal fun-
ción de esta institución es asegurar el cumplimiento 
fiscal a través de unas adecuadas políticas de ayuda 
y control en la aplicación de los tributos. Al mismo 
tiempo, tales políticas son elementos fundamen-
tales en los sistemas fiscales, porque contribuyen 
a determinar el nivel y la distribución de los tipos 
impositivos efectivos y, por tanto, son susceptibles 
de tener un impacto significativo en la recauda- 
ción de los impuestos y en el comportamiento 
estratégico de los agentes económicos, sean estos 
empresas o personas físicas (p. ej., Johns y Slemrod, 
2010; Traxler, 2012). Consecuentemente, es nece-
sario que la teoría económica de la imposición óp-
tima considere explícitamente estas políticas en sus 
modelos, ya que son instrumentos fundamentales 
para garantizar un sistema tributario eficiente. Esta 
sección se articula en dos apartados. En el primero, 
se presenta una revisión crítica de la literatura que 
ha sentado las bases de la teoría moderna de la 
imposición óptima. En la segunda, se revisan las 
líneas de investigación que han introducido explí-
citamente el coste de administración y el coste de 
cumplimiento de los impuestos en la teoría de la 
imposición óptima. 

1. La teoría moderna de la imposición 
óptima

La teoría de la imposición óptima, iniciada por 
Mirlees (1971) y Diamond y Mirlees (1971), supuso 
un gran avance metodológico en el análisis econó-
mico de la imposición. Los modelos económicos 
desarrollados se centran principalmente en las dis-
torsiones que ocasionan los impuestos derivadas de 
los tipos impositivos y de la base gravada, mientras 
se asumen ciertas hipótesis simplificadoras para 
hacer más manejables unos modelos que de por sí 
ya son suficientemente complejos (Shaw, Slemrod 
y Whiting, 2010). Esto significa que los modelos 
omiten elementos que en la práctica son muy im-
portantes para el funcionamiento de los sistemas 
fiscales, como son los costes de administración y de 
cumplimiento, así como el fraude fiscal. De hecho, 
ya en 1972 Allingham y Sandmo (1972) señalaron 
la importancia de considerar el fraude fiscal en el 
análisis económico de los impuestos, elemento, sin 
duda, relevante en la práctica y que de considerarse 
modificaría las conclusiones de la teoría de la impo-
sición óptima. 

Con el propósito de subsanar estas lagunas, los 
modelos económicos se han ido mejorando incor-
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El modelo desarrollado por Slemrod y Yitzhaki 
(1996) tiene importantes implicaciones desde un 
punto de vista normativo, como indican Shaw, 
Slemrod y Whiting (2010). En primer lugar, porque 
lo relevante a la hora de evaluar cambios en instru-
mentos fiscales alternativos son los costes margina-
les, no los totales o los medios. En segundo lugar, 
porque las reformas propuestas deben considerar 
todos los costes de la imposición, no solo una parte 
de los mismos. Y, en tercer lugar, porque en el  
trade-off que se produce entre costes administrativos 
y costes de cumplimiento, los primeros deben tener 
una mayor consideración porque para financiar los 
costes administrativos se acude a los impuestos,  
los cuales a su vez provocan mayores costes adminis-
trativos, de cumplimiento y distorsiones. 

Ahora bien, el coste de eficiencia marginal de 
los fondos debe matizarse si se introducen aspectos 
distributivos en la teoría de la imposición óptima. 
En este caso, la política óptima deberá considerar 
quién soporta los cambios de utilidad derivados de 
un instrumento impositivo. En consecuencia, se de-
berá alcanzar la igualdad de los costes marginales 
de los fondos, esto es, 

MCFi = DCi x MECFi [2]

donde DCi, propuesto por Feldstein (1972), refle-
ja los efectos distributivos del instrumento fiscal 
i. Asumiendo una preferencia por la igualdad, la 
política óptima supondrá un mayor peso de los 
instrumentos que recaen sobre los ricos y un menor 
de los que recaen sobre los pobres. 

2.  Los costes de la administración y el 
cumplimiento de los impuestos

El reconocimiento de que los impuestos pueden 
generar costes a la hora de administrarlos y cumplir 
con ellos no es algo nuevo en la teoría económi-
ca. En el siglo XVIII Adam Smith, en su conocido 
libro La Riqueza de las naciones, destacaba cuatro 
principios teóricos impositivos esenciales: equidad, 
certidumbre, comodidad y economía. De estos 
cuatro, dos, la certidumbre y la comodidad, están 
claramente relacionados con los costes de cumpli-
miento. Y un tercero, la economía, guarda relación 
tanto con los costes de administración como con 
los de cumplimiento. 

No obstante, a pesar de conocerse la importan-
cia de los costes de administración y cumplimiento 
de los impuestos, no será hasta los años ochenta 

porando aspectos relacionados con la administra-
ción e implementación de los impuestos. Un avance 
importante en esta línea fue el trabajo de Slemrod y 
Yitzhaki (1996), quienes introducen la idea de que 
en los costes sociales de la imposición no solo debe 
tenerse en cuenta el exceso de gravamen, sino tam-
bién los costes administrativos y los costes de cum-
plimiento de los impuestos. Estos autores defienden 
que en los modelos de costes de la imposición y, 
por tanto, en el diseño de un sistema fiscal óptimo 
también deben considerarse los costes de legislar y 
aplicar la ley, los costes del cumplimiento, así como 
el exceso de gravamen y los gastos ocasionados por 
actividades de los contribuyentes llevadas a cabo 
con la finalidad de reducir su carga fiscal, como la 
evasión y la elusión fiscal. Los costes sociales de  
la imposición deben incluir, por tanto, todos los 
costes en los que se incurre al transferir recursos 
desde los contribuyentes hacia los gobiernos. 

Slemrod y Yitzhaki (1996), en la línea de la impo-
sición óptima, siguen defendiendo que el objetivo 
deber ser la maximización del bienestar social, pero 
para conseguir dicho objetivo debe adoptarse una 
visión más amplia a la hora de diseñar un sistema 
fiscal, considerando también los costes administra-
tivos y de cumplimiento. Basándose en el concepto 
de los costes marginales de los fondos públicos, 
estos autores definen el coste de eficiencia marginal 
de los fondos (MECF, por sus siglas en inglés) de un 
determinado instrumento impositivo como el coste 
marginal en el que incurre la sociedad al recaudar 
una unidad monetaria adicional mediante dicho 
instrumento. Cuanto mayor sea dicho coste, menos 
eficiente es el instrumento impositivo para recau-
dar. Analíticamente, el MECF de un determinado 
instrumento impositivo, i, es igual a:

 

MECFi = 1+xi+ci

1–ai
[1]

donde ai y ci son los costes marginales adminis-
trativos y de cumplimiento, y xi es el coste de la 
distorsión. El numerador de la ecuación indica el 
coste social del cambio impositivo; el denominador, 
cuánto queda de la unidad monetaria recaudada 
después de considerar los costes de administración. 
Por tanto, la diferencia entre costes de cumplimien-
to y costes de administración es clara, al utilizar 
únicamente estos últimos recursos obtenidos de 
los contribuyentes. Una política impositiva óptima 
conseguirá igualar los costes marginales de efi-
ciencia de los diferentes instrumentos impositivos 
utilizados.
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obliga a que necesariamente los bienes y servicios 
deban clasificarse correctamente para que tributen 
al tipo impositivo oportuno, lo que introduce com-
plejidad en el impuesto, tanto para los contribu-
yentes que deben cumplir con el impuesto correc-
tamente (las empresas, en este caso), como para las 
administraciones tributarias que deben velar por su 
correcta aplicación. Cuanto mayor sea el número 
de productos que tributen a tipos reducidos, mayor 
será el coste en términos de complejidad, porque 
además siempre existirán productos que por su 
naturaleza se sitúan en zonas limítrofes, lo que sig-
nifica que la aplicación de los tipos reducidos puede 
ser discutible. Durán Cabré (2013) destaca que en 
Suecia, donde los alimentos pueden tributar al tipo 
reducido, el 20 por 100 de los litigios entre empre-
sas y administración derivados de la aplicación del 
IVA tienen su origen en la necesidad de definir el 
tipo impositivo aplicable a cada producto (3). 

2. Cuando varios impuestos recaen sobre bases 
imponibles similares es importante que se utilicen 
las mismas definiciones y procedimientos en los di-
ferentes impuestos. Un ejemplo común se da entre 
el impuesto sobre la renta y las cotizaciones sociales, 
donde las definiciones de rendimientos de trabajo no 
siempre coinciden, lo que genera una complejidad 
innecesaria. De hecho, aunque la mayoría de países 
de la OCDE gestionan las cotizaciones de manera di-
ferenciada de los impuestos, un número creciente de 
países está optando por su integración en la Admi-
nistración tributaria (Pemberton, 2015). Otro ejem-
plo destacado lo encontramos en el sistema fiscal 
español en relación con la valoración de los bienes 
inmuebles: en la normativa se encuentran al menos 
cinco criterios diferentes de valorarlos según el im-
puesto de que se trate: impuesto sobre la renta (o 
sociedades), impuesto sobre el patrimonio, impuesto 
sobre los bienes inmuebles, impuesto sobre transmi-
siones patrimoniales (o sucesiones y donaciones, o 
también el IVA) e impuesto sobre el incremento en 
el valor de los terrenos de naturaleza urbana. Según 
de qué impuesto se trate, un mismo bien inmueble 
puede tener una valoración muy diferente en función 
del criterio de valoración a aplicar.

3. La complejidad y la falta de claridad de la 
normativa tributaria provocan también unos ma-
yores costes tanto para la propia Administración 
tributaria como para los contribuyentes obligados 
a cumplir con los impuestos. En este sentido, 
Shaw, Slemrod y Whiting (2010) destacan que la 
estabilidad de la normativa resulta especialmente 
deseable en todo sistema fiscal, puesto que el co-
nocimiento de la normativa es mucho más costoso 

del siglo XX cuando empieza a generalizarse la 
realización de estudios principalmente de carácter 
empírico sobre los mismos. Según Evans (2003), 
estos estudios también se generalizan porque los 
propios gobiernos son más conscientes de la impor-
tancia del tema en los sistemas fiscales. Este autor, 
después de hacer una exhaustiva revisión de la lite-
ratura, destaca la importancia de la interconexión 
existente entre el diseño legal de un impuesto y su 
implementación, de manera que el diseño legal no 
debería llevarse a cabo sin considerar claramente el 
impacto de cualquier cambio en los costes de admi-
nistración y cumplimiento del sistema fiscal. Evans 
incluso llega a afirmar que la mayor contribución 
que la investigación en este ámbito puede realizar 
en el futuro es «asegurar que aquéllos que deben 
formular e implementar los cambios legislativos son 
propiamente informados sobre las implicaciones 
que sus acciones tienen en los costes operativos (1).  
Éstos no siempre deberán ser (y ciertamente no 
siempre deben serlo) el factor decisivo, pero no se 
pueden ignorar como de hecho ha ocurrido con 
tanta frecuencia en el pasado» (Evans, 2003: 72).

Shaw, Slemrod y Whiting (2010) consideran que 
la cuestión clave debe ser analizar qué característi-
cas de los impuestos implican unos mayores costes 
de administración y cumplimiento. A continuación 
vamos a analizar los factores más relevantes seña-
lados por la literatura.

1. Cuanto mayor sea el número de tipos impo-
sitivos y de tratamientos especiales, mayor es la 
complejidad a la hora de cumplir con el impuesto y 
a la hora de controlar su aplicación por parte de la 
administración. 

El uso de las nuevas tecnologías juega cierta-
mente a favor de reducir los costes de cumpli-
miento, en la medida en que son los programas 
informáticos los que aplican la tarifa y calculan la 
cuota, por lo que la existencia de diversos tipos  
impositivos o de tratamientos especiales que  
requieran de cálculos mecánicos no debe suponer 
una mayor complejidad (2). Ahora bien, es la nece-
sidad de calificar jurídicamente de manera correcta 
qué situaciones recaen dentro del ámbito de apli-
cación de los tratamientos especiales lo que genera 
una mayor complejidad. Así sucede, por ejemplo, 
cuando en el IVA existen tipos impositivos reduci-
dos: la complejidad no se deriva del cálculo, sino de 
la correcta calificación de los productos a tributar 
a tipos reducidos. En un estudio para la Comisión  
Europea sobre el IVA, Copenhagen Economics 
(2007) constata que la existencia de tipos reducidos 
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permite estar exento del mismo si no se supera un 
determinado umbral de facturación. 

No obstante, hay que ser cuidadoso a la hora de 
regular los tratamientos especiales porque incluso 
pueden suponer un aumento de la complejidad. Los 
sistemas simplificados de cálculo suelen ser volun-
tarios, por lo que los contribuyentes suelen aplicar 
tanto el general como los simplificados para cono-
cer cuál les resulta más rentable. Incluso la propia 
normativa simplificada puede resultar compleja de 
entender y aplicar, como claramente sucede en 
España con el régimen de estimación objetiva en el 
IRPF o en el IVA (4). Por este motivo, en un estudio 
empírico sobre la imposición de las pequeñas y 
medianas empresas en la OCDE y en los países del 
G20, se destaca que «un sistema fiscal más sencillo 
puede ser más beneficioso para las pymes que di-
versas medidas simplificadoras» (OCDE, 2015a: 15). 

5. Los costes de administración y de cumplimien-
to pueden ser sustitutivos entre sí. 

La administración puede intentar reducir sus 
costes traspasando obligaciones hacia los contribu-
yentes, de manera que la reducción en los costes 
de administración se hace a cargo de aumentar 
los costes de cumplimiento de los contribuyentes. 
Sandford (1995) destaca que al inicio de los años 
ochenta, varios gobiernos deseosos de reducir el 
gasto público consiguieron rebajar los costes de las 
administraciones tributarias traspasándoselos a los 
contribuyentes, mediante la imposición de nuevas 
obligaciones de cumplimiento en la fuente. 

No obstante, posteriormente la reducción de la 
carga administrativa sobre las empresas y los ciu-
dadanos pasó a formar parte de la agenda política 
de numerosos países, estableciéndose incluso en 
algún caso unos objetivos concretos de reducción 
de dicha carga. Un claro ejemplo se encuentra en 
los impuestos sobre la renta: la información proce-
dente de los retenedores se utilizaba en un primer 
momento únicamente como un importante ele-
mento de control para asegurar el correcto cumpli-
miento. Sin embargo, posteriormente, se empieza 
a utilizar como un instrumento para facilitar dicho 
cumplimiento: primero se transfiere la información 
a los contribuyentes para que la puedan utilizar en 
sus declaraciones, pero más adelante ya se utilizan 
directamente para elaborar incluso un borrador de 
declaración que se envía a los contribuyentes. Así, 
por ejemplo, sucede en España donde los datos 
fiscales del IRPF se empiezan a enviar por parte de 
la Administración tributaria desde 1998 y a partir 

la primera vez que debe aplicarse que en ocasiones 
posteriores. 

En Durán-Cabré y Esteller-Moré (2015a) se 
analizan los resultados de una encuesta sobre el 
sistema fiscal español efectuada entre asesores 
fiscales, siendo uno de los elementos analizados el 
de la complejidad. Casi el 100 por 100 de los ase-
sores fiscales coinciden en señalar que el factor que 
origina mayor complejidad en el sistema fiscal es-
pañol es la modificación continua de la normativa. 
Esto no significa que todo cambio normativo deba 
generar unos mayores costes en la administración 
y el cumplimiento de los impuestos. Sin duda, hay 
cambios simplificadores que pueden reducir dichos 
costes. Pero sí que cuanto más frecuentes son las 
modificaciones, más difícil es para la Administra-
ción tributaria conocer sus implicaciones y ayudar 
en su implementación, y también más complicado 
es para las empresas y otros obligados tributarios 
asimilar y comprender dichos cambios. 

En un reciente informe publicado por el Fondo 
Monetario Internacional y la OCDE (2017) se anali-
zan los resultados de una encuesta realizada entre 
empresas, principalmente multinacionales, sobre la 
incertidumbre fiscal, su impacto en las decisiones 
empresariales y qué soluciones habría para mejorar 
el grado de certidumbre de los sistemas fiscales. En 
la encuesta se señalan 25 diferentes medidas para 
mejorar la certidumbre entre las cuales las empresas 
coinciden en señalar como la más importante la re-
ducción en la frecuencia de los cambios normativos.

4. La existencia de sistemas simplificados de cál-
culo de los impuestos que se ofrecen a pequeños y 
medianos contribuyentes, con la finalidad de facili-
tarles el cumplimiento. 

Las pequeñas y medianas empresas que tienen 
que cumplir con los impuestos se encuentran con 
unos mayores costes de cumplimiento como con-
secuencia de su menor tamaño. El cumplimiento 
genera unos costes fijos que en relación a su nivel 
de facturación son mayores para las pequeñas y 
medianas empresas. Las medidas simplificadoras 
pueden consistir en menores obligaciones formarles 
o en poder presentar con menor frecuencia las de-
claraciones de los impuestos. Ahora bien, también 
pueden consistir en tratamientos especiales que se 
alejan de la normativa general a la hora de calcular 
los impuestos como, por ejemplo, sistemas simplifi-
cados de cálculo mediante la aplicación de métodos 
forfatarios o de estimación objetiva, o el estableci-
miento de un sistema de franquicia en el IVA que 
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fiscal e incluso de fraude fiscal. Pero como bien 
indican Shaw, Slemrod y Whiting (2010), la dife-
renciación entre los dos tipos de costes no resulta 
fácil en la práctica.

Un buen ejemplo de esta tipología de costes se 
puede encontrar en el proyecto BEPS que bajo el 
auspicio de la OCDE y el G20 están desarrollando 
numerosos países. El programa BEPS, que toma el 
nombre de la sigla en inglés de Base erosion and 
profit shifting, consta de 15 acciones que pretenden 
proteger los sistemas fiscales nacionales de prácti-
cas de elusión fiscal que provocan una pérdida de 
recaudación. La obligación de elaborar cada año el 
conocido como informe país por país que se exige 
a aquellas multinacionales que facturen más de 750 
millones de euros anuales y en el cual deben deta-
llar numerosa información sobre sus actividades en 
todo el mundo, supondrá, sin duda, un aumento 
en los que podemos denominar costes inevitables 
de cumplimiento (5). Pero estas multinacionales ya 
vienen incurriendo en costes que podemos calificar 
como voluntarios con el fin de planificar, desde un 
punto de vista fiscal, sus actividades aprovechándo-
se de las importantes diferencias de tributación que 
se dan entre países para así poder reducir sensible-
mente su coste fiscal. 

Estos seis factores analizados inciden en los cos-
tes de administración y de cumplimiento. No obs-
tante, para una mejor comprensión de las variables 
que determinan el nivel de cumplimiento fiscal y 
el compromiso de las autoridades tributarias en su 
lucha contra el fraude y la evasión fiscal, es necesa-
rio hacer dos consideraciones adicionales, relacio-
nadas con la moral fiscal y con el ciclo económico. 

En primer lugar, resulta interesante observar 
que, en la mayoría de los países y debido a la pre-
sencia de los costes de administración, los niveles 
de inspección que determinan la probabilidad de 
detección del fraude son relativamente bajos y 
las correspondientes sanciones no parecen sufi-
cientemente disuasorias (p. ej., Andreoni, Erard 
y Feinstein, 1998). No obstante, y a pesar de la 
importancia de los costes de cumplimiento, el nivel 
de evasión fiscal estimado por la literatura empírica 
ha resultado ser significativamente más bajo que el 
predicho por los modelos teóricos. La literatura ha 
intentado explicar esta discrepancia reconociendo 
la importancia que tienen la honestidad o la moral 
individual en determinar el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias (p. ej., Alm, Sánchez y de 
Juan, 1995; Torgler, 2001). Asimismo, la existencia 
de normas sociales tiene impacto sobre el cumpli-

de 2003 se empiezan a confeccionar los borradores 
(Durán-Cabré, 2011). 

Este proceso puede considerarse de hecho como 
la consecuencia normal del desarrollo y mayor uso 
de las tecnologías. Este mayor uso requiere, sin 
duda, de una inversión importante por parte de las 
administraciones que, en consecuencia, implican un 
aumento de ciertos gastos de administración (como 
capital o personal informático), pero también una 
reducción de otros (personal de tareas más repetiti-
vas). Además, también implica unos menores costes 
de cumplimiento. 

En este sentido, lo que puede interesar es ver el 
conjunto de gastos inherentes al cumplimiento y 
control de los impuestos, por tanto, tratar conjun-
tamente costes de administración y cumplimiento. 
No obstante, es importante tener en cuenta que 
este cambio tiene implicaciones desde un punto de 
vista distributivo, puesto que como señalan Shaw, 
Slemrod y Whiting (2010), a diferencia de los cos-
tes de administración que se puede entender que 
no tienen implicaciones distributivas, no sucede 
lo mismo con los costes de cumplimiento. Al res-
pecto, la literatura empírica suele coincidir (p. ej., 
Sandford, 1995; Eichfelder y Vaillancourt, 2014) 
en que estos últimos son regresivos, recayendo es-
pecialmente sobre las pequeñas actividades econó-
micas y los contribuyentes con menores rentas. No 
obstante, Shaw, Slemrod y Whiting (2010) añaden 
que en este caso se tendría que conocer cuál es la 
incidencia económica de los costes de cumplimien-
to, algo que en última instancia dependerá de los 
ajustes que las empresas puedan realizar en sus 
precios y salarios. La literatura empírica sobre la 
incidencia de los impuestos es, hasta el momento, 
bastante limitada. 

6. Los costes de cumplimiento pueden obedecer 
a dos factores muy diferentes: unos que se pueden 
denominar «inevitables» y que se derivan del estric-
to cumplimiento de las obligaciones fiscales; y otros 
que se pueden calificar como «voluntarios» y en los 
que se incurre al realizar prácticas de planificación 
fiscal a fin de tributar menos. 

Los dos tipos de costes aumentan los costes 
sociales de los impuestos, al tener que dedicarse 
recursos que en otro caso se podrían utilizar para 
fines más productivos. Sin embargo, desde un 
punto de vista político el interés se debe centrar en 
reducir únicamente los costes inevitables, puesto 
que la reducción de los costes voluntarios podría 
ocasionar un aumento en las prácticas de elusión 
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cuenta las necesidades financieras del sector pú-
blico en el corto plazo, el cual puede incluso tener 
problemas para acceder al crédito. No obstante, el 
análisis del papel de la Administración tributaria a 
lo largo del ciclo económico es un aspecto que no 
ha sido tratado suficientemente en la literatura. 
Duran-Cabré, Esteller-Moré y Salvadori (2017) han 
empezado esta línea de investigación con un caso 
de estudio relativo al contexto español. Los prime-
ros resultados del estudio, aún en fase preliminar, 
parecen confirmar las predicciones de Andreoni 
(1992) respecto a la prociclicidad de la Adminis-
tración tributaria. Es importante profundizar en un 
futuro en esta investigación porque reconocer que 
la Administración tributaria puede desempeñar un 
papel como elemento estabilizador de la economía 
debe servir para poder valorar adecuadamente su 
labor, o cuanto menos para que el personal adscri-
to a la misma sea consciente de cómo modular sus 
esfuerzos a lo largo del ciclo económico. 

III. LA RELACIÓN ENTRE 
ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS  
EN LOS PAÍSES FEDERALES

La Administración tributaria es una institución 
clave en cualquier sistema fiscal. Aunque dispo-
nemos de una literatura consolidada sobre los 
determinantes, tamaño y resultados de las dife-
rentes estrategias administrativas (p. ej., Shaw, 
Slemrod y Whiting, 2010; Slemrod y Yitzhaki, 1987 
y 2002), la posible existencia de externalidades en 
estas políticas cuando se trata de un país de corte 
federal ha recibido poca atención por parte de los 
investigadores. Sin embargo, en este marco, el 
análisis de los determinantes de la Administración 
tributaria adquiere una gran relevancia. En particu-
lar, el análisis de las políticas de control tributario 
y de las otras políticas administrativas en este tipo 
de contexto podría servir para comparar diseños 
alternativos de Administración tributaria (centra-
lizado vs. descentralizado) y para establecer un 
nivel óptimo de descentralización en la gestión de 
tributos. Por este motivo, la existencia de potencia-
les interacciones entre las autoridades tributarias 
subcentrales, a causa de la movilidad de las bases 
imponibles, y, más generalmente, la existencia de 
otras externalidades tributarias, que puedan afectar 
el funcionamiento eficiente de estas instituciones, 
deben ser tenidas en cuenta a la hora de regular las 
políticas. En este ámbito, la literatura económica se 
ha centrado principalmente en dos clases de exter-
nalidades tributarias relacionadas con las políticas 
administrativas descentralizadas: la competencia 

miento fiscal. En este sentido, Alm, McClelland y 
Schulze (1999) sugieren que cualquier patrón de 
comportamiento que venga juzgado por los demás 
está sujeto en parte a la desaprobación o aproba-
ción social.

El enriquecimiento del análisis económico del 
fraude fiscal con otros aspectos de tipo psicológico 
y sociológico ha dado origen al concepto moder-
no de moral fiscal entendida como la motivación 
intrínseca a pagar impuestos (Frey, 1997). El pro-
blema principal en el desarrollo de esta línea de 
investigación reside en la dificultad de medición de 
la moral fiscal. Por este motivo, recientemente se ha 
hecho popular a nivel internacional la elaboración 
de encuestas de opinión pública sobre las actitudes 
de los contribuyentes ante diferentes aspectos de la 
vida económica, política y social. A partir de estas 
encuestas se han ido elaborando indicadores agre-
gados de moralidad o inmoralidad fiscal (p. ej., Frey 
y Weck, 1984; Torgler, 2003) que han dado lugar 
al desarrollo de una vasta literatura empírica (para 
una revisión véase Torgler, 2011). Este tipo de enfo-
que multidisciplinar en el análisis del cumplimiento 
fiscal es importante también porque la eficacia de 
una política de Administración tributaria depende, 
en gran medida, de la forma en que sea percibida 
por los contribuyentes. Por tanto, la tendencia de 
los individuos a dar demasiada importancia a la 
probabilidad de ser inspeccionado, incluso cuando 
estén plenamente informados acerca de las políticas 
realmente aplicadas, proporciona una explicación 
adicional sobre el cumplimiento fiscal (Alm, 2000).

La segunda cuestión relevante a destacar con-
cierne a la potencial relación que puede haber entre 
el comportamiento de la Administración tributaria 
y el ciclo económico. En época de crisis económica, 
suele ser habitual la demanda de un papel más 
activo de la Administración tributaria para luchar 
contra el fraude fiscal. Esta demanda es acorde 
con el hecho de que tal acción contracíclica (cuan-
do cae la recaudación a causa de la crisis, debería 
aumentarse el esfuerzo, digamos, en reducir el  
incumplimiento fiscal) generaría ingresos adicio-
nales al sector público (Besley y Persson, 2009). 
No obstante, este papel contracíclico de la Admi-
nistración tributaria se opone al tradicional papel 
contracíclico de la propia política fiscal, de manera 
que ante una caída de la economía, deberían dismi-
nuir los ingresos tributarios y, por consiguiente, el 
esfuerzo en la lucha contra el incumplimiento. Esa 
es, por ejemplo, la postura que defiende, en aras 
de incrementar el bienestar social, Andreoni (1992). 
En este último caso, obviamente, no se tienen en 
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través de oportunas políticas de armonización fiscal 
que impongan un nivel mínimo para ambos instru-
mentos fiscales. No obstante, según los autores, 
las políticas de Administración tributaria son de-
masiado opacas para dar lugar a una armonización 
efectiva. De hecho, aunque se alcance un acuerdo 
de armonización entre jurisdicciones respecto a las 
políticas de administración, sería difícil verificar el 
nivel de compromiso con el mismo de cada una de 
ellas. Por tanto, aunque la armonización fiscal sería 
eficaz para evitar tipos impositivos subóptimos no 
tendría éxito en eludir el resultado ineficiente rela-
tivo a las políticas de Administración tributaria.

Stöwhase y Traxler (2005) aportan una contri-
bución adicional a esta literatura. Estos autores 
analizan las implicaciones de diferentes sistemas 
de nivelación fiscal sobre las políticas de Adminis-
tración tributaria regionales en un marco federal 
donde los tipos impositivos están fijados exógena-
mente por el Gobierno central. Stöwhase y Traxler 
presentan inicialmente un escenario donde no 
hay ningún sistema de nivelación y obtienen los 
mismos resultados de Cremer y Gahvari (2000) 
con respecto a las políticas de Administración tri-
butaria. Los autores sugieren que una manera de 
eludir parcialmente este resultado ineficiente sería 
utilizando un particular esquema de nivelación. 
Más precisamente, entre los esquemas analizados 
por los autores, un sistema de nivelación donde las 
regiones comparten la recaudación tributaria, pero 
los costes relativos a la Administración tributaria 
son soportados plenamente por cada región, lleva-
ría a un resultado aún más ineficiente en términos 
de bienestar social respecto a la situación inicial. Si, 
en cambio, se introduce un sistema de reparto neto 
de los ingresos recaudados, en el que se comparten 
tanto los ingresos tributarios como los costes de 
gestión tributaria, el resultado es más eficiente que 
en los dos escenarios anteriores.

La última contribución teórica relevante en este 
ámbito es la de Janeba y Peters (1999) que analizan 
el caso del gravamen de los intereses en una unión 
económica de dos jurisdicciones en presencia de 
evasión fiscal. En este contexto, la política de Admi-
nistración tributaria se ve reflejada en el tratamiento 
de las bases imponibles de los no residentes. De 
hecho, cualquier jurisdicción puede decidir si fijar 
un tipo impositivo distinto para los no residentes. 
El resultado es análogo al dilema del prisionero. 
Los autores muestran que si se considera un juego 
secuencial y cualquier jurisdicción tiene que decidir 
primero si discrimina o no las bases imponibles y 
luego fijar el nivel de los tipos impositivos, siempre 

fiscal y la cooperación entre agencias tributarias 
subcentrales (6). En particular, las únicas contribu-
ciones empíricas a esta línea de investigación han 
analizado el caso español que, sin duda, representa 
un caso interesante. Los siguientes párrafos revisan 
estas dos ramas de la literatura.

1.  La competencia fiscal horizontal entre 
administraciones tributarias

Como ya se ha comentado, la Administración 
tributaria representa, sin duda, un elemento muy 
importante de la política fiscal que contribuye a 
determinar el nivel y la distribución de los tipos 
impositivos efectivos, y la cantidad total de im-
puestos recaudados. La literatura sobre las inter-
dependencias entre administraciones subcentrales 
en la Administración tributaria es escasa y solo se 
ha centrado en la movilidad potencial de las bases 
imponibles. Esta línea de investigación está espe-
cialmente relacionada con la vasta literatura que ha 
analizado la competencia horizontal en tipos im-
positivos sin considerar la Administración tributaria 
como un posible instrumento estratégico (véanse, 
por ejemplo, Brennan y Buchanan, 1980; Zodrow 
y Mieszkosky, 1986; Wilson, 1986). Este enfoque 
analiza un marco descentralizado en el que los 
gobiernos locales compiten en una carrera a la baja 
en los tipos impositivos para ganar o, al menos, no 
perder sus bases impositivas. La movilidad o simple-
mente la amenaza de la movilidad de los capitales 
y de las personas reduce la discrecionalidad de los 
gobiernos para fijar los tipos impositivos en un nivel 
óptimo con el efecto de reducir el bienestar social y 
la recaudación de impuestos (7).

La contribución teórica más relevante que con-
sidera explícitamente la Administración tributaria 
como instrumento estratégico es la de Cremer y 
Gahvari (2000). Estos autores han analizado las 
consecuencias de la evasión fiscal sobre la com-
petencia y la armonización fiscal en una unión 
económica de dos jurisdicciones subcentrales. Los 
resultados de este estudio muestran que, en este 
marco, la evasión fiscal tiene el efecto de provocar 
una carrera a la baja que lleva a niveles subóptimos 
tanto en tipos impositivos como en la probabilidad 
de inspección fiscal. El efecto de este proceso es una 
caída en el bienestar social y en la recaudación de 
impuestos aun mayor respecto a la que predicen los 
modelos teóricos que no incorporan directamente 
las políticas de Administración tributaria entre los 
instrumentos estratégicos a disposición de los go-
biernos. En teoría, se podría eludir este problema a 
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parten de la hipótesis de que el mismo tipo de com-
petencia entre regiones ocurría en España incluso 
antes de la descentralización del poder legal, en 
forma de competición opaca en la Administración 
tributaria, ya que lo que condiciona la movilidad es 
el tipo impositivo efectivo. La contribución principal 
de este estudio es, por tanto, contrastar el modelo 
teórico de Cremer y Gahavari (2000) con respecto 
al contexto español de las 15 comunidades autó-
nomas de régimen común para el caso del ISD. Con 
este objetivo, los autores utilizan un panel de datos 
para el período 1987-2009 y explotan la informa-
ción relativa a las políticas de actuación tributaria 
proporcionada por el Informe sobre la cesión de 
impuestos a las comunidades autónomas que se 
publica anualmente junto al Proyecto de los Pre-
supuestos Generales del Estado. Entre otros datos 
relevantes, los informes proporcionan información 
sobre el número de inspecciones fiscales realizadas 
cada año en cada comunidad autónoma con res-
pecto a cada impuesto, el número de declaraciones 
presentadas por los contribuyentes y el número de 
inspectores empleados en cada Administración tri-
butaria regional. A partir de estos datos, los autores 
construyen su variable endógena, la probabilidad 
de inspección, definida como la ratio entre las ins-
pecciones realizadas y las declaraciones presentadas 
en cada comunidad autónoma por año. Los datos 
muestran una reducción en la dispersión y la media 
de esta variable durante el período analizado (véase 
gráfico 1). 

Mediante el uso de técnicas de econometría es-
pacial (9), el artículo confirma la presencia de com-
petencia en la Administración tributaria motivada 
por la movilidad. También se demuestra que des-
pués de la descentralización del poder normativo se 
produce un cambio parcial: se pasa de una compe-
tencia en inspecciones, más opaca, a una competi-
ción en tipos impositivos legales, más transparente, 
evitando en parte el problema de la Administración 
tributaria subóptima. Sin embargo, como muestra 
el artículo, la descentralización al mismo tiempo de 
los impuestos y de la Administración tributaria po-
dría no ser óptima, puesto que podría provocar una 
carrera a la baja en ambos instrumentos, dando 
lugar a resultados ineficientes.

2. La cooperación entre administraciones 
subcentrales

Antes de concluir que una Administración tribu-
taria descentralizada tan solo generará ineficiencias, 
es fundamental revisar la literatura que ha tratado 

existirá un equilibrio: ambas jurisdicciones ofrecerán 
un tipo impositivo más bajo a los no residentes. En 
equilibrio, esta estrategia permite a las bases im-
ponibles móviles evadir con éxito los impuestos de 
su propia jurisdicción de origen. En este sentido, la 
estrategia de discriminación es análoga a la compe-
tencia basada en la movilidad tanto en las políticas 
de administración como en los tipos impositivos. Si, 
por el contrario, todos los países armonizaran sus 
políticas y decidieran no ofrecer tipos más bajos a 
los no residentes, la competencia fiscal conduciría 
a un menor nivel de evasión fiscal. No obstante, 
esta estrategia está dominada por aquella en la que 
ambos países discriminan y, por tanto, no puede 
alcanzarse en equilibrio.

En definitiva, la literatura sobre competencia en 
la administración de impuestos está de acuerdo  
en la imposibilidad de superar el resultado inefi-
ciente estableciendo una política de armonización 
de las políticas de inspección y, aunque se han pro-
puesto algunas estrategias alternativas, se necesita 
más investigación en este campo. En particular, se 
necesitan más estudios aplicados para contrastar 
los resultados de estos modelos teóricos.

De hecho, desde el punto de vista empírico 
solo existe un estudio que trata explícitamente el 
problema de la competencia fiscal horizontal en 
la Administración tributaria. Durán-Cabré, Esteller-
Moré y Salvadori (2015) analizan esta cuestión 
con respecto al contexto español para el caso del 
impuesto de sucesiones y donaciones (ISD). En 
España, desde mediados de los años ochenta, los 
gobiernos autonómicos han tenido la facultad 
de administrar varios impuestos sobre la riqueza. 
Inicialmente, las comunidades autónomas no po-
dían modificar los parámetros tributarios legales, 
solo sucesivamente, con las reformas de 1997 y de 
2002 obtuvieron el poder normativo para modifi-
car algunos importantes parámetros estatutarios. 
El ISD es el principal impuesto sobre la riqueza 
descentralizado, y recientemente ha sido objeto de 
considerable debate tanto en España como en otros 
países. Hay evidencias de que la descentralización 
del ISD en países federales puede inducir a una 
carrera a la baja en los parámetros tributarios esta-
tutarios debido a la amenaza de la movilidad de las 
bases imponibles (véanse, por ejemplo, Bird, 1991; 
Brülhart y Parchet, 2011). Un efecto similar ha sido 
documentado en el caso español (ver Durán-Cabré 
y Esteller-Moré, 2010; López-Casasnovas y Durán-
Sindreu, 2008), provocando un debate académico y 
un debate público más general (8). De manera simi-
lar, Durán-Cabré, Esteller-Moré y Salvadori (2015) 
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el segundo efecto puede dominar al primero, lo que 
resulta en un intercambio parcial de información. En 
un estudio más reciente, Bacchetta y Espinosa (2000) 
amplían su análisis previo al modelar la elección de 
los tipos impositivos y la provisión de información 
como un juego infinitamente repetido. Huizinga 
y Nielsen (2002) ofrecen una contribución en esta 
misma línea. Concretamente, estos autores modelan 
un juego repetido en el que las autoridades fiscales 
eligen entre la retención de impuestos y el inter-
cambio de información como alternativas para lidiar 
con la tributación del capital internacional. Ambos 
estudios sostienen que la cooperación potencial en el 
intercambio de información es una cuestión de reci-
procidad y, en particular, que la colaboración puede 
alcanzarse si el proceso es visto por las autoridades 
tributarias de las diferentes jurisdicciones como un 
juego repetido infinitamente. En este sentido, la 
propensión de una jurisdicción a cooperar depende 
directamente del potencial comportamiento coope-
rativo de las otras jurisdicciones en períodos ante-
riores. Por tanto, en estos modelos cada jurisdicción 
tiene que hacer un balance entre no proporcionar 
información y obtener  algunos beneficios en el corto 
plazo (debido a que puede atraer más inversores), 
frente a sufrir los costes de un comportamiento no 

de investigar si hay espacio para una cooperación 
potencial entre administraciones tributarias subcen-
trales. Las contribuciones teóricas a esta línea de 
investigación son aún más escasas con respecto a 
las que se han centrado en la potencial presencia de 
competencia fiscal en las políticas de Administración 
tributaria, y no hacen explícita referencia a países 
federales, aunque sus modelos sean compatibles 
con este tipo de marco. En particular, la literatura 
se ha centrado en el análisis de los incentivos para 
la cooperación en la Administración tributaria entre 
distintos países en un marco internacional con el 
objetivo de reducir la evasión fiscal (para una revi-
sión, véase Keen y Ligthart, 2006). Entre los estudios 
más relevantes, sin duda, se puede destacar el de  
Bacchetta y Espinosa (1995). Estos autores identifi-
can dos tipos de incentivos que pueden condicionar 
el comportamiento de las agencias tributarias en 
este contexto. Por un lado, las autoridades tributarias 
pueden actuar de manera competitiva y bajar los 
tipos impositivos para aumentar la inversión extran-
jera. Se trata de la competencia horizontal en tipos 
impositivos descrita en la sección anterior. Por otro 
lado, las administraciones pueden cooperar entre 
ellas y compartir voluntariamente información para 
reducir la evasión fiscal internacional. En equilibrio, 
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impuesto correspondiente en la comunidad donde 
reside cuando en realidad se tenía que pagar donde 
está situado el bien inmueble. Ahora bien, la Admi-
nistración autonómica que recibe en primer lugar el 
impuesto tiene un incentivo a no cooperar debido a 
la presencia de costes administrativos relacionados 
con la gestión de este proceso y a la correspondien-
te pérdida de recaudación. En este contexto y de 
acuerdo con los modelos teóricos anteriormente 
mencionados, la reciprocidad debería reforzar el 
proceso de intercambio de información tributaria y 
fomentar la cooperación y un funcionamiento más 
eficiente de la Administración tributaria descen-
tralizada. Para verificar esta hipótesis, los autores 
emplean modelos econométricos Tobit y datos 
extraídos del informe sobre la cesión de tributos a 
las comunidades autónomas para el período 1989-
2009. De forma más precisa se utiliza la información 
sobre las transferencias por la aplicación errónea de 
los puntos de conexión efectuadas y recibidas por 
cada comunidad autónoma durante el período 
objeto del análisis. Los resultados del estudio mues-
tran que la condición esencial para la cooperación 
es la existencia de un vínculo de reciprocidad entre 
regiones. Los autores también observan que este 
proceso es lento, lo cual, en cierta medida, es el re-
sultado de un comportamiento corto de miras por 
parte de las autoridades tributarias, afectadas por 
las restricciones presupuestarias. Esto es, en parte, 
una buena noticia para el funcionamiento de la 
Administración tributaria descentralizada española, 
ya que los beneficios de la cooperación se alcanzan 
en el medio-largo plazo. Se trata, por tanto, de un 
primer análisis empírico de la cooperación en la 
gestión de tributos en un marco federal que repre-
senta un avance en la literatura, pero que requiere 
de más estudios para poder llegar a conclusiones 
más robustas sobre los incentivos a la cooperación 
entre agencias tributarias subcentrales.

IV. QUÉ PODEMOS APRENDER DEL 
ANÁLISIS ECONÓMICO PARA MEJORAR 
LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA EN 
ESPAÑA

1. La Administración tributaria y el 
cumplimiento fiscal en España

La percepción de que el nivel de fraude fiscal 
existente en España es bastante elevado está am-
pliamente generalizada entre la población. Un 95 
por 100 de las personas que en 2016 participaron 
en la encuesta Opinión Pública y Política Fiscal, que 
anualmente realiza el Centro de Investigaciones 

cooperativo de las otras jurisdicciones (generalmen-
te, una más agresiva competencia fiscal o el incentivo 
a no intercambiar información o ambas estrategias) 
en el largo plazo (10).

Como se ha precisado anteriormente, estos 
modelos teóricos no están diseñados explícitamen-
te para representar un contexto federal donde la 
Administración tributaria esté descentralizada a un 
nivel subcentral, pero pueden adaptarse fácilmente 
a este tipo de marco, dada la existencia de un trade-
off entre un comportamiento cooperativo y uno no 
cooperativo. Las principales diferencias entre los 
dos contextos residen en la motivación de las auto-
ridades fiscales y en el incentivo para cooperar. En 
un marco internacional con capital móvil, los países 
comparten la información fiscal con el objetivo de 
evitar, o al menos reducir, una carrera a la baja en 
los tipos impositivos y los efectos negativos sobre la 
recaudación. Este tipo de cooperación entre países 
reduce el fraude fiscal. En cambio, en un contexto 
federal, la posible existencia de cooperación en 
la Administración tributaria entre las autoridades 
subcentrales probablemente esté más relacionado 
con las políticas de gestión tributaria que con las 
conductas estratégicas de las autoridades fiscales 
regionales. En un marco federal donde la Admi-
nistración tributaria esté descentralizada se podría 
mejorar la eficiencia debido a una mayor capacidad 
de las autoridades subcentrales para explotar las 
ventajas informativas sobre las bases impositivas 
locales (véase, por ejemplo, Martínez-Vázquez y 
Timofeev, 2005). Sin embargo, esto depende de 
la voluntad de cooperar de las autoridades fiscales 
subcentrales. Por este motivo es particularmente 
importante investigar los incentivos que podrían 
llevar las administraciones tributarias regionales a 
cooperar entre ellas. 

El único trabajo empírico aplicado a un contex-
to federal se refiere al caso español. Durán-Cabré 
Esteller-Moré y Salvadori (2016) analizan la posible 
presencia de cooperación en la aplicación de los 
diferentes principios de asignación impositiva a las 
distintas regiones de los impuestos sobre la riqueza 
administrados por las comunidades de régimen 
común. En España, las comunidades autónomas 
están obligadas a cooperar por ley para garantizar 
la buena organización del sistema descentraliza-
do de Administración tributaria. Con este fin, las 
autoridades fiscales subcentrales deben rectificar 
automáticamente cualquier error que pudiera surgir 
en la presentación de declaraciones de impuestos. 
Por ejemplo, cuando en una transmisión de un 
bien inmueble un contribuyente declara y paga el 
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de los ciudadanos no nos puede llevar a concluir 
que esté realizando su tarea de manera incorrecta. 
Es más, según los datos del Observatorio Fiscal del 
Instituto de Estudios Fiscales referidos a 2014, un 
72 por 100 de los ciudadanos valoran positiva o 
muy positivamente los servicios de la AEAT para 
resolver problemas de los contribuyentes, servicios 
que reciben una calificación media de notable, un 
2,9 sobre 4. Y el personal de la agencia recibe una 
alta valoración en términos de capacitación, correc-
ción e imparcialidad. Por tanto, y como en ocasio-
nes se efectúa desde la propia AEAT, podríamos 
llegar a concluir, en contra de lo que antes se podía 
sugerir, que tenemos una magnífica Administración 
tributaria. ¿En qué quedamos? 

Si hemos empezado el análisis de la situación 
española de esta manera es precisamente para 
poner de manifiesto una importante dificultad que 
se produce en la práctica a la hora de valorar el 
papel de una Administración tributaria: la de defi-
nir indicadores objetivos que permitan evaluar de 
manera continuada en el tiempo el papel desem-
peñado por la administración. Al respecto, algunos 
de los indicadores tradicionales y que más impacto 
mediático tienen son el importe total de fraude 
descubierto o el número de inspecciones llevadas a 
cabo. Ahora bien, como se afirma en Durán-Cabré 
y Esteller-Moré (2015b), únicamente «nos darán 
una visión imperfecta e incompleta de la actuación 
de la Administración, pero no nos servirán para 
evaluar con rigor su papel. Si el fraude descubierto 
un determinado año respecto al anterior aumenta, 
por ejemplo, en un 2 por 100, se podría concluir 
que la Administración tributaria es más eficaz en 
el desempeño de sus funciones porque cada vez se 
detecta más fraude. Ahora bien, si adicionalmente 
nos informan de que el fraude fiscal global (de-
tectado y no detectado) ha aumentado un 5 por 
100, la conclusión final sería la contraria, porque el 
fraude total crece más que el descubierto»(p. 10).

Una manera de valorar a las administraciones 
tributarias que se ha ido extendiendo en algunos 
países es mediante el cálculo del denominado tax 
gap o brecha fiscal. La agencia federal de Adminis-
tración tributaria norteamericana (Internal Revenue 
Service) define este concepto como «la deuda 
tributaria que no es pagada a tiempo» (11). La 
recaudación fiscal potencial de un país es la suma 
de tres conceptos: los impuestos pagados volunta-
riamente dentro del plazo previsto; los impuestos 
pagados posteriormente, bien porque la inspección 
ha detectado directamente el fraude, bien porque 
se han pagado fuera de plazo; y los impuestos no 

Sociológicas (CIS), contestaron que creen que en 
España existe mucho (un 67 por 100) o bastante 
(un 28 por 100) fraude fiscal (gráfico 2). Diez años 
antes, en 2007, por tanto antes de la llegada de la 
Gran Recesión, un 82 por 100 consideraba que el 
nivel de fraude era muy (35 por 100) o bastante 
(47 por 100) elevado. La percepción ha evolucio-
nado claramente a peor, como consecuencia de 
diversos factores, como pueden ser la propia crisis 
económica y los ajustes presupuestarios derivados 
de las políticas de consolidación fiscal, o el impacto 
de los numerosos casos de corrupción política que 
han ido saliendo a la luz durante este período. 
Pero la conclusión clara es que, tanto antes como 
después de la crisis, la percepción de que el nivel de 
fraude fiscal es elevado es muy mayoritaria entre 
la población española. Si el objetivo principal de la  
Administración tributaria es asegurar el cumpli-
miento generalizado de los impuestos, el resultado 
de las encuestas parecería indicar que para muchos 
ciudadanos este objetivo no se está alcanzando. 

Ahora bien, como se ha visto en las secciones 
anteriores, el cumplimiento tributario no depende 
únicamente de la Administración tributaria, sino 
de muchos otros elementos relacionados con el 
sistema fiscal, como son los impuestos existentes y 
el nivel impositivo, la complejidad de la normativa, 
la estructura productiva, la valoración social del 
sistema fiscal o el grado de moral fiscal existente. 
Por tanto, y para ser justos con las administraciones 
tributarias españolas, y en particular con la Agencia 
Estatal de Administración tributaria (AEAT) que ges-
tiona los impuestos más importantes, la percepción 

GRÁFICO 2
OPINIÓN SOBRE EL FRAUDE FISCAL EN ESPAÑA 
(Porcentaje)

Fuente: Opinión Pública y Política Fiscal, CIS.
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nistración en relación con el PIB, la ratio española 
(0,11) es la más reducida de todos los países de la 
UE-15. De acuerdo con estas estimaciones, la Ad-
ministración tributaria española podría considerarse 
como bastante exitosa. Ahora bien, esta conclusión 
sería nuevamente precipitada, porque estos indica-
dores pueden verse afectados por cambios signifi-
cativos en la propia recaudación, en la evolución 
de la economía o en la normativa de los impuestos 
(Onrubia, 2013). Además, la posible externalización 
de algunos servicios o la incorporación de algunas 
tareas no estrictamente relacionadas con la Admi-
nistración tributaria provocan que las comparativas 
entre países deban ser tomadas con bastante cau-
tela. Y, en todo caso, estas ratios no sirven como 
indicadores ni de eficiencia ni de eficacia.

Un último aspecto a considerar en la valoración 
de la Administración tributaria en España desde 
una perspectiva comparada guarda relación con los 
recursos humanos disponibles. En concreto, la rela-
ción entre la población de cada país y el número de 
empleados (a tiempo completo en términos homo-
géneos) de la Administración tributaria. Según On-
rubia (2013), en España, en 2009, el valor se sitúa 
en 1.928 ciudadanos por empleado, el más elevado 
de toda la UE-28 frente a valores entre 550 y 730 
habitantes en algunos países como Luxemburgo, 
Holanda Dinamarca o Alemania. El segundo país 
después de España con un mayor valor sería Italia, 
cerca de las 1.800 personas, y la media no pondera-
da de los 28 estados miembros apenas llega a 900. 
Nuevamente, esta ratio puede verse afectada por 
razones propias de cada sistema fiscal, como por 
ejemplo el grado de generalización de la autoliqui-
dación en el cumplimiento de los impuestos o por 
la externalización de algunas tareas, pero, sin duda, 
las diferencias de España con respecto a los demás 
países europeos son considerables. 

2. El desarrollo de la Administración 
tributaria en el proceso de 
descentralización de España

La Ley General Tributaria, Ley 58/2003, en su 
artículo 83 prevé que la aplicación de los tributos 
en España, o mejor dicho, en lo que se suele deno-
minar sistema tributario de régimen común, com-
prende el desarrollo de dos tipos de actividades por 
parte de la Administración tributaria: las dirigidas 
a la información y asistencia a los obligados tribu-
tarios, y las relacionadas con la gestión, inspección 
y recaudación de los tributos (13). «El tradicional 
papel punitivo se sustituye por un enfoque coope-

pagados. El importe del tax gap dependerá, por 
consiguiente, de tres elementos: las bases no de-
claradas, relacionadas con la economía sumergida; 
la infraestimación, por no declarar todo lo que se 
debe o por aplicar beneficios fiscales de manera 
indebida; y el pago fuera del plazo voluntario esta-
blecido (12). 

El objetivo de una Administración tributaria 
debe ser lograr que esta brecha fiscal sea lo más 
reducida posible y, en todo caso, que disminuya a 
lo largo tiempo, lo cual sería indicativo de que se va 
aproximando a dicho objetivo. Numerosas adminis-
traciones tributarias (según datos de la OCDE, el 43 
por 100 de las agencias correspondientes a todos 
los países de la OCDE, la UE y el G20), entre las cua-
les no está España, estiman oficialmente el tax gap 
de todos o de algunos de los impuestos más impor-
tantes, en particular el IVA y el IRPF. En este senti-
do, conocer el incumplimiento fiscal es visto como 
un paso necesario para poder diseñar las políticas 
oportunas que mejoren el cumplimiento. Ahora 
bien, este indicador tampoco está libre de críticas, 
por las dificultades metodológicas que su estima-
ción implica, que llevan a plantearse por parte de 
alguna administración la conveniencia de dedicar 
recursos públicos, per se escasos, a su estimación. 
Asimismo, Gemmell y Hasseldine (2014) critican 
que en las estimaciones convencionales del tax gap 
no se consideren los cambios de comportamiento 
de los contribuyentes. Un aumento del cumplimien-
to fiscal supone, de hecho, un incremento del tipo 
marginal efectivo, el cual, como consecuencia de las 
mayores distorsiones derivadas de los cambios de 
comportamiento, puede provocar una reducción en 
la base imponible. Por consiguiente, se produce una 
caída en la recaudación que compensa los mayores 
ingresos derivados del mejor cumplimiento. 

Otras maneras de valorar el papel de las adminis-
traciones tributarias, y que tradicionalmente se han 
utilizado en comparativas internacionales, consisten 
en estimar el peso de los costes de administración 
en relación con la recaudación generada o el PIB 
de cada país. En este caso, si tomamos los datos 
de Tax Administration. Comparative Information  
on OECD and Other Advanced and Emerging  
Economies, el último estudio publicado en el mo-
mento de redactar este artículo (OCDE, 2015b), los 
costes de administración en España en relación a 
la recaudación obtenida (0,67 euros por cada 100 
euros recaudados, en 2013), se sitúan en los niveles 
más bajos dentro de los países de la Unión Europea 
de los 15. Solamente Suecia y Dinamarca tendrían 
una ratio inferior. Y si tomamos los costes de admi-
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grado de autonomía normativa de los gobiernos 
subcentrales, pero lógicamente también de cómo 
se recaudan los impuestos. 

En consecuencia, se produce un trade-off entre 
eficiencia y rendición de cuentas, pero además, 
como nos enseña la variada práctica existente a 
nivel internacional, las cuestiones de política eco-
nómica suelen desempeñar también un papel fun-
damental en la organización tributaria (Martínez-
Vázquez y Timofeev, 2005). Así sucede en España, 
donde nos encontramos ante un modelo de Admi-
nistración tributaria principalmente centralizado, 
por la relevancia de la AEAT, pero combinado 
con un modelo descentralizado, por la existencia 
de administraciones tributarias autonómicas que 
funcionan prácticamente de manera separada. 
Este modelo de administración es consecuencia 
del proceso descentralizador seguido en España: la 
mayoría de impuestos son compartidos con las CC. 
AA., en porcentajes del 50 por 100 o superiores, 
pero siguen siendo de titularidad estatal y con una 
configuración básica común. Se entiende que de 
esta manera los costes de administración y de cum-
plimiento de los impuestos serán menores. 

Cuando en 1980 se aprueba la Ley Orgánica de 
Financiación de las CC. AA., Ley 8/1980, se estable-
ce que cada comunidad tendrá plenas atribucio-
nes para la ejecución y organización de las tareas 
relacionadas con la administración de sus tributos 
propios, y que asumirá por delegación del Estado la 
administración de los tributos cedidos en ese mo-
mento, básicamente los de naturaleza patrimonial. 
Todo ello, decía la ley, sin perjuicio de la posible 
colaboración que pudiera establecerse entre las 
administraciones tributarias del Estado y de las CC. 
AA., colaboración que, en general, se quedó en una 
mera declaración de intenciones. 

Con la ampliación de la cesta de tributos cedi-
dos, en particular a partir de 1997 por la cesión 
parcial del IRPF con poder normativo, se pone  
de manifiesto la necesidad de potenciar el papel de 
las CC. AA. en los órganos de la Agencia Estatal. 
Las sucesivas leyes que regulan los diferentes siste-
mas de financiación autonómica intentan abordar 
esta situación. La Ley 14/1996 creó en el seno  
de la AEAT una Comisión Mixta de Coordina- 
ción de la Gestión Tributaria y los Consejos Territo-
riales de Dirección para la Gestión de los Tributos, 
con participación de las CC. AA. Posteriormente, 
la Ley 21/2001, reforzó los órganos anteriores y 
creó además el Consejo Superior de Dirección de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. Final-

rativo de la labor de la Administración tributaria; 
no basta con realizar inspecciones e imponer san-
ciones, sino que además hay que facilitar el cumpli-
miento voluntario ayudando a los contribuyentes» 
(Durán-Cabré y Esteller-Moré, 2015b: 9). «El contri-
buyente ya no se ve como un simple defraudador 
potencial, sino como un cliente potencial» (Alm, 
2014, p. 14).

La Ley General Tributaria además establece que 
corresponde a cada Administración tributaria deter-
minar su estructura administrativa para el ejercicio 
de la aplicación de los tributos. Esto representa que 
en general existan tres niveles de administraciones 
tributarias, una por cada nivel de gobierno: estatal, 
autonómica y local. En la práctica, no obstante, el 
papel más importante corresponde, sin duda, a 
la AEAT, que tiene competencias exclusivas en la 
administración de los impuestos más importantes, 
como son IRPF, IVA, impuesto sobre sociedades y 
la mayoría de impuestos especiales. Las administra-
ciones tributarias de las comunidades autónomas 
(CC. AA.) se encargan, por delegación del Estado, 
de los impuestos cedidos de naturaleza patrimonial 
y de los tributos propios de cada comunidad. Y las 
administraciones locales, por su parte, se encar-
gan de los tributos locales, tarea desempeñada en 
ocasiones por el mismo municipio, más frecuente 
en los municipios más grandes, o bien delegada a 
otras entidades locales, como las diputaciones, más 
habitual en los municipios de menor tamaño. El 
debate se sitúa, sobre todo, en el papel que deben 
desempeñar las CC. AA. de régimen común en la 
administración de los tributos y sobre esta cuestión 
nos vamos a centrar en esta sección. 

El análisis viene condicionado por la necesidad 
de cumplir con dos objetivos fundamentales rela-
cionados con la administración de los tributos, pero 
que pueden llevar a conclusiones diametralmente 
opuestas. Por un lado, hay el objetivo de la eficien-
cia que abogaría por recaudar los impuestos con 
los menores costes posibles, tanto para la adminis-
tración como para los contribuyentes. Si esto es así, 
una Administración tributaria centralizada permiti-
ría aprovechar las economías de escala inherentes 
a la aplicación de los tributos, las economías de 
especialización derivadas de un mayor conocimien-
to de los trabajadores y un mayor uso de inputs de 
capital, como las tecnologías de la información. 
Sin embargo, por otro lado, en un país descentra-
lizado, y como bien indica la teoría del federalismo 
fiscal, es muy importante el objetivo de la rendición 
de cuentas de cada nivel de gobierno frente a sus 
ciudadanos. Esta rendición de cuentas depende del 
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peor provisión de servicios públicos, un Gobierno 
autonómico siempre podrá alegar ante sus ciuda-
danos/votantes que es culpa del Gobierno central 
por no facilitar los recursos financieros necesarios. 

Los resultados de las encuestas Opinión Pública 
y Política Fiscal, que el CIS realiza periódicamente, 
indican que, en 2016, casi un 60 por 100 de los en-
cuestados creen que el IRPF se paga en su totalidad 
al Gobierno central y únicamente un 23 por 100 
sabe que las CC. AA. se quedan con una parte (o 
incluso algunos creen erróneamente que todo) del 
impuesto. En el caso del IVA, únicamente un 19 por 
100 de los ciudadanos sabe que una parte (o tam-
bién por error todo) corresponde a los gobiernos 
autonómicos, y en relación a los impuestos especia-
les, este porcentaje baja al 14 Por 100. En definitiva, 
después de veinte años de cesión del IRPF a las CC. 
AA. con poder normativo, y después de quince años 
de cesión del IVA y de los impuestos especiales (en 
algún caso también con poder normativo), la gran 
mayoría de los ciudadanos desconocen que una 
parte muy importante de estos impuestos, igual o 
superior a la mitad de lo pagado, corresponde a su 
comunidad autónoma. 

Este desconocimiento puede ser achacable a 
diferentes aspectos, como la falta generalizada de  
cultura fiscal en España, como también ponen  
de manifiesto las encuestas; la fuerza de la cos-
tumbre y la posición preeminente que el Gobierno 
central desempeña en la regulación y en el debate 
político en torno a estos impuestos; la falta de 
visibilidad de los impuestos, incluido el IRPF (14); 
pero, sin duda, el hecho de que la administración 
de estos impuestos corresponda a la AEAT, ins-
titución adscrita al Gobierno central, fomenta la 
percepción equivocada de que los impuestos se 
pagan únicamente a este nivel de gobierno. 

3. La integración de las CC. AA. en la 
Administración tributaria en España 

El análisis de la situación nos lleva a concluir 
que el papel de las CC. AA. de régimen común en 
la administración de los impuestos no está en la 
actualidad bien resuelto: no parece razonable que 
un elemento tan importante de la política fiscal 
como es el de asegurar su cumplimiento y control 
quede de facto únicamente en manos del Gobierno 
central. Como tampoco parece lógico que no exista 
la coordinación exigible entre las administraciones 
autonómicas y la AEAT en lo que respecte a los tri-
butos cedidos gestionados por aquéllas. 

mente, la Ley 22/2009, que regula el actual sistema 
de financiación, creó el Consejo Superior para la 
Dirección y Coordinación de la Gestión Tributaria 
(art. 65), órgano que refunde el anterior Consejo 
Superior de Dirección y la Comisión Mixta de Coor-
dinación de la Gestión Tributaria. Y se mantienen 
los Consejos Territoriales para la Dirección y Coordi-
nación de la Gestión Tributaria (art. 66). El Consejo 
Superior es un órgano colegiado multilateral, mien-
tras que los Consejos Territoriales son bilaterales. 

No obstante, y aunque la normativa establece un 
listado muy amplio de funciones a desarrollar por 
cada uno de los dos órganos, la opinión predomi-
nante, sobre todo por parte de las CC. AA., es que 
el nivel de coordinación efectiva conseguido con los 
mismos es bastante limitado, según se manifiesta 
en el Informe de la Comisión de Expertos para la 
Revisión del Modelo de Financiación Autonómica 
publicado en julio de 2017. Esta Comisión critica 
el fraccionamiento que se ha producido de la in-
formación entre administraciones, en particular en 
los impuestos patrimoniales cedidos desde los años 
ochenta y que ha supuesto por parte de la Adminis-
tración Central olvidarse de los mismos, a pesar de 
ser la titular de dichos impuestos. Además, también 
se critica que se haya desaprovechado la posibilidad 
de compartir recursos disponibles entre administra-
ciones, en especial en relación con las tecnologías 
de la información. 

El problema, por tanto, no es la falta de identifi-
cación de las actividades que han de ser objeto de 
coordinación, sino que los órganos no han funcio-
nado de la manera adecuada para alcanzar dicha 
coordinación. Como dice la Comisión, su papel se 
ha limitado más al de unos órganos consultivos, 
con una capacidad ejecutiva muy limitada, que-
dando por tanto en manos del Gobierno central la 
dirección y control de las políticas de la AEAT. En 
conclusión, desde el punto de vista del objetivo de 
la eficiencia, antes citado, parece claro que hay un 
margen de mejora de las administraciones tributa-
rias en España.

¿Y en relación con el objetivo de la rendición de 
cuentas? Un tema fundamental para que se pueda 
cumplir este objetivo es que los ciudadanos sean 
conscientes de a qué nivel de gobierno le están 
pagando cada impuesto. Si manifiestan creer que 
siguen pagando los impuestos más importantes al 
Gobierno central, difícilmente se conseguirá que 
los gobernantes autonómicos actúen de manera 
responsable en la gestión de sus finanzas. Ante 
cualquier carencia de recursos que provoque una 
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danos y de la propia Administración tributaria ante 
los representantes de los ciudadanos. 

V. CONCLUSIONES

La administración de los impuestos resulta 
fundamental en cualquier sistema fiscal. Lograr el 
cumplimiento voluntario de los contribuyentes y 
erradicar el fraude fiscal son los dos objetivos que 
toda Administración tributaria debe tener presente, 
y que deben intentar alcanzarse de la manera más 
eficiente posible. Esto significa conseguir que los 
costes de administración y cumplimiento de los im-
puestos sean reducidos. La maximización del bien-
estar social solamente se puede alcanzar si se tienen 
en cuenta todos los costes sociales ocasionados por 
los impuestos, tarea en la cual el análisis económico 
debe seguir ayudando.

En la configuración de la Administración tributaria 
en países de corte federal es importante considerar las 
posibles externalidades derivadas de las interacciones 
entre las autoridades fiscales subcentrales. Esto es im-
portante en el caso español, donde el papel de las CC. 
AA. en la Administración tributaria no está bien resul-
to. A la hora de diseñar la Administración tributaria de 
un país descentralizado tan importante es conseguir el 
máximo cumplimiento posible al menor coste posible, 
como que cada nivel de gobierno deba rendir cuentas 
ante sus ciudadanos. 

En un contexto de reforma de la financiación 
autonómica es importante afrontar este tema como 
una pieza fundamental del mismo. Una Adminis-
tración tributaria integrada, con presencia de las 
CC. AA. en sus órganos de decisión reforzaría la 
rendición de cuentas de las regiones ante sus ciu-
dadanos, sin menoscabo del objetivo de eficiencia. 
Mejorar su autonomía respecto al poder político, 
pero reforzando a su vez la rendición de cuentas 
ante los representantes de los ciudadanos, ayuda-
rían a mejorar la administración de los impuestos 
en nuestro país. 

NOTAS

(*)  Universitat de Barcelona & Institut d’Economia de Barcelona 
(IEB); jmduran@ub.edu .

(**) Universitat Autonòma de Barcelona, Barcelona GSE, IEB & Tax 
Administration Research Centre (TARC) ; luca.salvadori@uab.cat.

(1) EVANS habla de los costes operativos de los impuestos para 
referirse tanto a los costes de administración como de cumplimiento. 
En este artículo, no obstante, preferimos mencionarlos de manera dife-
renciada por las distintas implicaciones que tienen cada uno de ellos.

En este sentido, en un contexto de reforma am-
plia del sistema de financiación autonómica como 
parece que se va a producir próximamente, la Ad-
ministración tributaria es un elemento, sin duda, a 
considerar. Uno de los aspectos que a nuestro en-
tender debería incluir la reforma es el de aumentar 
la responsabilidad fiscal de las comunidades, sobre 
todo, de hacerla más visible para los ciudadanos, y 
la administración de los impuestos no es una tarea 
ajena a este aspecto. Ahora bien, junto al objetivo 
de la rendición de cuentas que se pretende mejo-
rar, ya se ha comentado también la importancia 
del objetivo de la eficiencia, que suponer reducir al 
máximo los costes de administración y cumplimien-
to de los impuestos. Por este motivo, pensamos que 
el objetivo debe ser crear una Administración tribu-
taria integrada, en la cual estén presentes Estado y 
CC. AA. El desarrollo de esta administración inte-
grada debería ser gradual, y en una fase posterior 
debería incorporar también a los territorios forales 
y a las entidades locales. En esta línea se manifiesta 
también la Comisión de Expertos para la Revisión 
del Modelo de Financiación Autonómica. 

Las CC. AA. deben participar, por tanto, en los 
órganos de decisión de las políticas de la Administra-
ción tributaria, en los cuales se aprueben los planes 
estratégicos de actuación, se asegure el acceso a la 
totalidad de la información tributaria disponible y se 
acuerde el desarrollo de servicios comunes, en par-
ticular en relación con las tecnologías de la informa-
ción y la formación del personal, entre otras posibles 
competencias. Esta administración integrada tiene 
que servir además para mejorar aquellos aspectos 
más débiles de las actuales administraciones tributa-
rias, en particular, en el establecimiento de sistemas 
de evaluación de su actuación; en garantizar de ma-
nera clara la autonomía de los responsables técnicos 
respecto a los responsables políticos; y en potenciar 
la rendición de cuentas periódica de los responsables 
de la Administración tributaria integrada frente a los 
representantes políticos en el Parlamento. 

En este sentido, el modelo por el cual abogamos 
para la Administración tributaria va en la línea del 
que se viene implantando desde hace unos años 
en Canadá, donde la Canada Revenue Agency se 
encarga de administrar la normativa fiscal para el 
Gobierno de Canadá y para la mayoría de provin-
cias y territorios del país. Como se suele decir, los 
impuestos son una cuestión de todos, de todos  
los ciudadanos y de todos los gobiernos; se trata de 
aprovechar de la manera más eficiente los recursos 
disponibles, permitiendo a la vez la necesaria ren-
dición de cuentas de los gobiernos ante sus ciuda-
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de Catalunya, 22/07/2007; (disponible en: http://goo.gl/Sr0Bd); y 
«Grandes bufetes eligen sitios fuera de Cataluña y Andalucía para sus 
clientes», Expansión, 05/07/2007 (disponible en: http://goo.gl/i9Ojj).

(9) En particular se utiliza el denominado spatial autoregressive 
panel model (para más detalles véase ANSELIN, LE GALLO y JAYET, 2008).

(10) Algunos trabajos empíricos han comprobado estos modelos 
en un marco internacional. En particular, LIGTHART y VOGET (2010) 
estudian los determinantes del intercambio de información entre las 
autoridades fiscales holandesas y extranjeras centrándose en el im-
puesto sobre la renta. Desde nuestro punto de vista, el resultado más 
interesante de este trabajo se refiere a la reciprocidad. Los autores 
demuestran que el aumento de la información fiscal proporcionada 
por las autoridades fiscales neerlandesas a sus contrapartes extranjeras 
aumenta significativamente la cantidad de información recibida por las 
autoridades fiscales neerlandesas. ELSAYYAD (2012) analiza los diferentes 
tipos de tratados entre paraísos fiscales y países de la OCDE como resul-
tado de un proceso de negociación y se centra en la presencia de una 
cláusula de intercambio de información. El estudio demuestra que la 
posibilidad de firmar tratados es principalmente impulsada por el poder 
de negociación de un paraíso fiscal, y concluye que es más fácil para 
un país de la OCDE renegociar un tratado ya existente para incorporar 
una cláusula de intercambio de información que presionar a los países 
para que lo hagan sin un tratado existente. Al interpretar la existencia 
de un acuerdo previo entre dos países como medida de reciprocidad, 
tenemos una confirmación adicional de que la reciprocidad es impor-
tante para determinar el nivel de información intercambiada entre dos 
autoridades fiscales.

(11) Véase http:// www.irs.gov/uac/The-Tax-Gap

(12) Véase ESTELLER-MORÉ (2014) para una mayor explicación de los 
componentes que integran la brecha fiscal.

(13) La organización de la Administración tributaria es totalmente 
diferente en los territorios forales, al corresponder en este caso la com-
petencia para la aplicación de los impuestos a las diputaciones forales. 

(14) Este impuesto se paga mayoritariamente vía retenciones 
y aproximadamente el 75 por 100 de las declaraciones resultan a 
devolver, por lo que numerosos contribuyentes, preocupados bási-
camente por su cuota diferencial, pueden llegar a considerarlo como 
una suerte de paga extraordinaria más que se suele cobrar antes de las 
vacaciones de verano.
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